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Abstract 

This paper addresses the controversy between plu-
ralism as a dimension of freedom of expression and 
the concentration of ownership of the print media, 
based on the appeal for protection filed by journa-
lists to declare null and void the acquisition of the 
companies Empresa Periodística Nacional S.A. and 
Alfa Beta Sistemas S.A.C. by the El Comercio Group 
(Peru). Through an analysis of the judgments is-
sued, the importance of informational pluralism in 
legal argumentation can be seen, whether from a 
broad reading in the first instance or a more res-
tricted one in the second. In turn, the formal, mate-
rial, and pragmatic reasoning framework proposed 
by Atienza (2013) helps to identify which dimension 
has been most developed by the judges in both ins-
tances. This case has helped to highlight the public 
debate surrounding the role of the democratic state, 
citizenship, and powerful groups in the market, not 
only in Peru but throughout Latin America.
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Resumen

El presente trabajo aborda la controversia entre el 
pluralismo como dimensión de la libertad de expre-
sión y la concentración de la propiedad de los medios 
de prensa escrita a partir de la demanda de ampa-
ro interpuesta por periodistas para declarar nula la 
adquisición de las compañías Empresa Periodística 
Nacional S.A. y Alfa Beta Sistemas S.A.C., por parte 
del Grupo El Comercio (Perú). A través del análisis 
de las sentencias emitidas se aprecia la importan-
cia del pluralismo informativo en la argumentación 
jurídica, ya sea desde una lectura amplia en la pri-
mera instancia o de una más bien restringida en la 
segunda. A su vez, el esquema de razonamiento for-
mal, material y pragmático, propuesto por Atienza 
(2013), ayuda a identificar qué dimensión ha tenido 
mayor desarrollo por parte de los jueces de ambas 
instancias. Este caso ha contribuido a visibilizar el 
debate público que subyace en torno a los tópicos 
sobre el rol del Estado democrático, la ciudadanía y 
los grupos de poder en el mercado, no sólo en Perú 
sino en América Latina.

Palabras clave: pluralismo informativo, concen-
tración de la propiedad, medios de comunicación, 
derecho a la información, libertades comunicativas
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1. Introducción 

Ya en el año 2000, Mastrini y Becerra (2007) descri-
bieron un “alto nivel de concentración en el sector 
info-comunicacional” en América Latina y “signi-
ficativos niveles de concentración de la propiedad 
en todos los mercados analizados” (p. 38). Por su 
parte, Sosa (2016) advierte que los cambios regula-
torios emprendidos en países como México, Brasil 
o Argentina no dieron lugar a modificaciones signi-
ficativas en lo relativo al statu quo de la concentra-
ción, pues tales iniciativas se vieron sobrepasadas 
por los términos de la convergencia tecnológica, 
la cual desdibuja la frontera entre la radiodifusión, 
la prensa y las telecomunicaciones. En esta línea, 
también cabe mencionar la experiencia ecuatoriana 
respecto a las iniciativas para democratizar la co-
municación a través de medios públicos (Sánchez 
& Punín, 2021). 

A la par de la mayoría de los países de la región la-
tinoamericana, en el Perú existe un contexto que 
no se condice con los parámetros del pluralismo 
informativo promovidos por la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura: pluralidad de fuentes, accesibilidad y di-
versidad de perspectivas, opiniones y contenidos 
(UNESCO, 2022). Al respecto, la organización consi-
dera un factor relevante que limita al pluralismo es 
“el predominio del sector comercial y la concentra-
ción de la propiedad de los medios en pocas manos” 
(UNESCO, 2014, p. 12) Ello explicaría la uniformidad 
de los contenidos y agendas de información produ-
cidas en grandes centros urbanos. 

Ahora bien, desde el año 2001 los periódicos del 
Grupo El Comercio (GEC) participaban en aproxi-
madamente un tercio de las ventas del total nacio-
nal. Dicha posición resultó reforzada por la adqui-
sición del canal de televisión América TV S.A., en 
el año 2007, y del Canal N en 1998. Si bien desde 
entonces ya se podía considerar que existía una 
alta concentración de la propiedad de los medios, 
no fue hasta la adquisición de la Empresa Periodís-
tica Nacional S.A. (EPENSA) y Alfa Beta Sistemas 
S.A.C. (ABS) —ambas de propiedad de la familia 
Agois y Banchero— en el año 2013, que un grupo 
de periodistas, propietarios y editores decidieron 
presentar una demanda de amparo para declarar 
nulo el acto jurídico por el cual GEC alcanzaría una 
cuota de ventas de diarios del 78% a nivel nacional 
(Fernández, 2013, p. 24). 

La demanda fue admitida por el Cuarto Juzgado 
Constitucional de Lima y signada con el Expedien-
te N.º 35583-2013, cuya sentencia de 18 de julio de 
2023 señaló que tal práctica empresarial, aun en-
contrándose amparada por el derecho a la propie-
dad y la libre competencia, había vulnerado el plu-
ralismo informativo en tanto dimensión del derecho 
a la libertad de expresión. Posteriormente, el 8 de 
julio de 2024, la Cuarta Sala Civil de la Corte de Jus-
ticia de Lima revocó la citada sentencia y consideró 
que no hubo afectación del contenido esencial de 
las libertades de expresión e información.

El presente artículo tiene como objetivo analizar los 
pronunciamientos de los órganos judiciales perua-
nos que abordaron la controversia entre el pluralis-
mo informativo y la concentración de la propiedad 
de los medios de la prensa escrita, en el marco de 
la demanda de amparo contra la adquisición de las 
compañías EPENSA y ABS, por parte del GEC. En 
este sentido, la investigación apela a un enfoque 
cualitativo, empleando como método el análisis 
documental, cuyo eje de observación reside en la 
tensión entre las categorías del pluralismo infor-
mativo y del derecho a la propiedad. A partir de ello, 
evaluamos las unidades de análisis —sentencias de 
primera y segunda instancia— para determinar en 
qué consistió la aplicación de las referidas catego-
rías en el razonamiento jurídico de los jueces.

Asimismo, se efectuó un análisis dogmático jurídico 
de las sentencias para abordar los argumentos que 
desarrollaron la relación entre la libertad de expre-
sión y el derecho a la propiedad, mediante el esque-
ma desarrollado por Atienza (2013), el cual com-
prende tres niveles: formal, material y pragmático. 
Mientras que el primero evalúa la estructura de los 
argumentos, el segundo hace lo propio respecto al 
contenido de verdad y corrección de las premisas, y 
el tercero valora si en el marco de un determinado 
proceso dialógico se logra arribar al consenso.

2. Grupo El Comercio como actor en 
el contexto peruano de concentración 
de los medios de comunicación

El Comercio es el medio de prensa escrita privado 
más longevo e influyente en el Perú. Desde su fun-
dación en el año 1839, sus propietarios participaban 
frecuentemente en cargos públicos, lo que le llevó 
a transitar entre la neutralidad y una abierta adhe-
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El contexto de concentración de la propiedad des-
crito también se observa en los medios televisivos, 
ya que solo tres grupos económicos son accionistas 
mayoritarios de los tres canales de difusión con ma-
yor presencia a nivel nacional: América TV, también 
del GEC, Frecuencia Latina y Andina de Televisión 
(Castilla et al., 2016). Ninguno de los periodistas o 
editores que firmaron la demanda de amparo han 
vuelto a tener espacio en medios del GEC o en su 
competencia televisiva (Gómez, 2020). Este escena-
rio se vio agravado durante la campaña electoral de 
2021, cuando el principal espacio noticioso de Amé-
rica TV despidió a su equipo periodístico (Higuera, 
2021). La mayoría de los periodistas que trabajaron 
para algún espacio del GEC o para su competencia 
televisiva han migrado a las plataformas digitales, 
ya sea como parte de emprendimientos grupales 
o individuales o como integrantes del catálogo de 
contenidos del GLR, lo que da cuenta del cambio del 
ecosistema mediático peruano y de la innovación 
del periodismo fuera de los medios tradicionales 
(Martínez, 2021; Seminario, 2021). 

La situación descrita anteriormente denota uno de 
los principales problemas que implica el alto nivel 
de concentración que presenta el mercado perua-
no de los medios de comunicación, en general, y de 
la prensa escrita, en particular. A ello se suma la 
progresiva disminución de la confianza, en especial 
hacia los medios del GEC debido a la marcada par-
cialización en la campaña electoral de 2021 (Institu-
to de Estudios Peruanos, 2021) como la “cobertura 
desequilibrada” a favor de un partido por parte de 
este último (Newman et al., 2022, p. 126). Esta si-
tuación también fue advertida por el Barómetro de 
las Américas, el cual indicó que los medios perua-
nos alcanzaron su nivel más bajo de confianza en 
el año 2021 (Dunsizer, 2022), situación que persiste 
conforme se observa en el reporte más reciente del 
Instituto Reuters (Cueva, 2025). 

3. El pluralismo informativo como 
dimensión de la libertad de expresión

Uno de los principales argumentos de la defensa 
del GEC fue sostener la importancia de la estrate-
gia legal y comercial diseñada para que GAB man-
tuviese su independencia periodística. Ahora bien, 
el argumento central de los demandados gravita en 
torno al derecho de propiedad frente al cual el Es-
tado no debe interferir, ya que las actividades de los 

sión y militancia frente a determinados compromi-
sos políticos. En más de una ocasión, este medio 
representó las adscripciones de sus directivos y los 
miembros de la familia propietaria, lo que afectó la 
conformación de su línea editorial (Godoy, 2019).

Según consignan los informes anuales del GEC, 
éste último amplió significativamente sus opera-
ciones a partir de 1991 con la fusión de los servi-
cios gráficos, de edición y de teleinformática en la 
Empresa Editora El Comercio S.A., y se constituyó 
en 1998 como El Comercio Producciones S.A.C. El 
siguiente hito del GEC fue el diseño de una “estra-
tegia legal y económica” para asociarse con Redes 
de Colombia S.A. en el año 2003 y lograr detentar 
el 54% de los créditos reconocidos en la Junta de 
Acreedores de la Compañía Peruana de Radiodi-
fusión S.A. (América TV). Ambas empresas consti-
tuyeron la sociedad holding denominada Grupo TV 
Perú S.A.C.; la cual, a su vez, conformó la sociedad 
denominada Plural TV S.A.C.

El hecho que dio lugar al caso materia del presente 
análisis ocurrió en el año 2013, a partir del acuer-
do entre los propietarios del GEC y el Grupo Agois 
Banchero (GAB) por el que los segundos transfe-
rirían la propiedad de las acciones de EPENSA y 
ABS. GEC contaba con una cuota del 49% de las 
ventas de diarios a nivel nacional cuando ofreció 
adquirir la propiedad de uno de sus competidores, 
el cual participaba, a su vez, del 29% de dichas 
ventas. Con la operación, el GEC pasaba a obtener 
una cuota de ventas del 78% del total del mercado 
(Fernández, 2013). 

A partir de dicha operación comercial, la sentencia 
de primera instancia distingue dos períodos. En el 
primero (2007 al 2013) la participación en las ventas 
de diarios de circulación nacional era de aproxima-
damente un tercio para GEC, EPENSA y Grupo La 
República (GLR), con 33%, 34% y 29% respectiva-
mente. Mientras que en el segundo período (2013 
al 2023) el porcentaje de participación en ventas de 
los diarios del GEC se mantuvo entre el 73 y el 80%. 
Es decir, la transacción entre GEC y GAB alteró la 
configuración del mercado de la prensa escrita, de 
tal manera que las referidas cuotas de participación 
pasaron de ser aproximadamente de un tercio para 
el GEC, GAB y GLR respectivamente, a más de dos 
tercios para GEC. Con esta nueva conformación, el 
mercado de la prensa escrita peruana pasó a estar 
concentrado en un solo actor económico.
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particulares sólo han de regirse por los criterios del 
mercado. Esta postura se adhiere a los preceptos de 
una vertiente del liberalismo, la cual sostiene que el 
Estado ha de confiar la organización de la actividad 
económica al mercado (Friedman, 1966, p. 12). 

Desde el eje liberal también se pueden formular 
críticas a las tesis que delegan en el mercado la 
universalidad de la regulación de la actividad eco-
nómica, tal como se aprecia en ciertas lecturas a 
los postulados de Adam Smith ([1776] 1994). Se-
gún el citado filósofo, el mercado debe entenderse 
como un instrumento que alcanza su sentido pleno 
si se orienta por los fines del bien común, por lo que 
cuestiona si la prosecución del interés propio, vía 
una mano invisible, resulta suficiente para promo-
ver el bienestar colectivo. 

Ahora bien, en el marco del debate entre los de-
fensores del libre mercado y del rol regulador del 
Estado, una parte importante de los argumentos 
del liberalismo tanto clásico como contemporá-
neo ponderarían, en mayor medida, la defensa de 
la libertad de expresión, tal como se observa en 
los postulados de Friedman (1966). Según el eco-
nomista, la propia libertad de expresión fungiría 
como mecanismo conducente a la hora de limitar 
la concentración del poder que, en cuanto tal, mella 
la competitividad y desdibuja las fronteras entre el 
poder económico y el poder político (p. 23). Esta ad-
vertencia, también, tributa a la tesis de la necesidad 
de proteger el “mercado de las ideas” como vía para 
preservar la libertad de expresión. En definitiva, el 
mercado de las ideas es una construcción concep-
tual sustentada por el juez Holmes para cuestionar 
los fundamentos epistémicos de Milton y Mill en 
torno a la libertad de expresión como búsqueda de 
la verdad, tal como expuso en su voto disidente en 
el caso Abrams v. Estados Unidos (1919). En efecto, 
si bien estos dos últimos filósofos advierten sobre 
el problema que implica la interferencia del Estado 
en los debates de ideas y opiniones, el referido juez 
enalteció la importancia de las lógicas del mercado 
para arribar a la verdad (Charney, 2019). 

Desde el paradigma de las teorías críticas se puede 
deducir que, tanto la libertad de expresión como el 
pluralismo informativo, no son valores protegidos 
adecuadamente en un hipotético escenario de libre 
mercado pues la prensa pasó de tener una organi-
zación similar a la pequeña industria artesanal a 
priorizar las expectativas comerciales propias de la 

prensa-negocio, afectando, en el camino, la auto-
nomía periodística (Habermas, 1994). Asimismo, la 
noción de mercado de las ideas es insuficiente para 
garantizar un debate racional, en tanto no toma en 
cuenta la equidad en el trato, indispensable para la 
promoción activa de la participación ciudadana en el 
debate político (Edgar, 2005).

Considerando lo anterior, podemos argumentar que 
el pluralismo informativo es una dimensión de la li-
bertad de expresión cuya importancia ya había sido 
advertida desde la obra de Mill ([1859] 1984) al se-
ñalar la necesidad de proteger la expresión de toda 
opinión como condición necesaria para “el bienestar 
intelectual de la humanidad” (p. 89). Tal tesitura no 
permearía la discusión sobre la materia sino has-
ta la ruptura del consenso liberal norteamericano, 
ya que a partir de entonces se intensificó el debate 
sobre los alcances y tensiones del pluralismo infor-
mativo frente al derecho de propiedad (Fiss, 1997) 
y la falta de garantías para un debate racional sus-
ceptible de reducir la esfera pública (Edgar, 2005). 
Este debate exhibe importantes discrepancias so-
bre el concepto mismo del pluralismo informativo 
y su dimensión normativa y, a partir de esta última, 
es necesario distinguir tres funciones: a) asegurar 
la diversidad de contenidos informativos en la esfe-
ra pública, b) reforzar el debate y la discusión en la 
esfera pública, y c) asegurar la justa distribución del 
poder comunicativo (Charney, 2021).

El reconocimiento de la libertad de expresión e in-
formación como derecho humano y fundamental es 
un punto de partida consolidado en el ámbito nor-
mativo y enriquecido por la casuística de tribuna-
les que han advertido los problemas derivados de 
la imprecisión de los términos que componen la 
mayoría de las fórmulas normativas que reconocen 
las libertades comunicativas. Al respecto, en el caso 
de la jurisprudencia del sistema interamericano de 
derechos humanos, Dulitzky (1998) considera que 
el tratamiento de la libertad de expresión ha enfa-
tizado aspectos íntimamente relacionados con los 
procesos democráticos de la región (1998). En este 
sentido, durante las décadas de 1970 y 1980 la prin-
cipal materia de debate versaba sobre la crítica a 
la censura y los ataques tanto a los medios de co-
municación como a los periodistas. Ya en la década 
de 1990, la creación de la Relatoría Especial para 
la Libertad de Expresión de la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos (RELE) contribuyó a 
brindar mayor protección a las referidas libertades 
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el reconocimiento intersubjetivo para el logro de los 
consensos-disensos (Fascioli, 2011). Si no se reco-
nocen como iguales a todos los integrantes de una 
comunidad, no se promueve su derecho a participar 
del debate público en igualdad de condiciones. De 
ello deriva una concepción limitada del pluralismo 
informativo, opuesta a aquella que resulta funcional 
a la consolidación del sistema democrático.

4. El problema de la concentración en 
la propiedad de los medios de prensa

A partir de la demanda de amparo interpuesta en 
su contra, el diario El Comercio inició una campa-
ña denominada “Tu derecho a elegir”, en la que se-
ñalaba que la intervención de cualquier órgano del 
Estado dirigida a frustrar la compra de los activos 
de EPENSA y ABS era contraria a los intereses del 
público lector. También resaltaba la importancia de 
contar con varios medios de prensa escrita, pero 
omitía indicar que el contexto de concentración de 
la propiedad de los medios que caracteriza al Perú 
no garantiza la pluralidad informativa.

Respecto al problema de la concentración de la pro-
piedad de los medios, la Corte IDH (1985) advirtió que 
la libertad de expresión puede verse afectada por la 
existencia de monopolios u oligopolios, los cuales 
pueden constituir “medios encaminados a impedir la 
comunicación y la circulación de ideas y opiniones”. 
Según la citada Corte, las referidas estructuras de 
mercado no son compatibles con las exigencias de 
un derecho a la información, propio del Estado de-
mocrático y plural (Carpizo & Villanueva, 2001). 

Dado el marco legal vigente en el Perú, el merca-
do de los medios de comunicación exterioriza una 
marcada tendencia a conformar o consolidar oli-
gopolios (Sosa, 2016). Al respecto, Gargurevich 
(1987) señala el protagonismo de la oligarquía te-
rrateniente costeña en la fundación de medios de 
comunicación, mientras que la prensa vinculada 
a otras estructuras organizativas no perduró en el 
tiempo. La sostenibilidad de los medios peruanos 
parece estar firmemente ligada a la gestión priva-
da. Sin embargo, esto no sería del todo posible sin 
los favores del gobierno, tal como advierte Acevedo 
(2016) al identificar la génesis de la propiedad cru-
zada y la conformación de los grupos económicos 
multimedia en 1958. Este autor describe el sistema 
mediático peruano como uno que:

y elaboró estándares a partir de la sistematización 
de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH) y de la Opinión Con-
sultiva OC-5/19851 (Andrade, 2019).

Asimismo, en la jurisprudencia de la Corte IDH des-
taca el Caso Ivcher vs. Perú del año 2001, el cual 
permitió visibilizar el problema de la intromisión 
ilegítima del Estado en la línea editorial de un ca-
nal opositor al gobierno de turno. Dicha intromisión 
consistió en despojar de la propiedad de un medio 
televisivo a través de una medida administrativa 
(Corte IDH, 2001, párr. 158-160). Los hechos que 
motivaron el caso —pese a lo señalado por Dulit-
zky— se adscribían a la primera etapa, en la que 
gobiernos autoritarios vulneraban la libertad de 
expresión mediante mecanismos abiertamente 
inconstitucionales. En este caso, convergen tanto 
la vulneración de la libertad de expresión como la 
del derecho de propiedad del peticionario. Si bien 
la discusión sobre el derecho de propiedad estuvo 
presente en el caso, los alcances del mismo no per-
mitieron abordar el problema de la concentración 
que ya existía en dicha época.

En este punto adquiere mayor relevancia el recono-
cimiento de la ruptura del consenso liberal, la cual 
permite advertir la creciente tensión entre las de-
mandas de diversos grupos sociales para acceder 
a los medios de comunicación, que, al ser de pro-
piedad privada, no siempre les brindaron el espa-
cio correspondiente, por lo que aquellos terminan 
reclamando la intervención del Estado (Fiss, 1997). 
Si bien la convergencia tecnológica puede respon-
der a parte de dichos reclamos, la concentración de 
la propiedad de los medios limita la variedad de los 
productos culturales y las opiniones, por lo que per-
siste la demanda original (Mastrini & Becerra, 2007).

Ante tal inquietud, se hace necesario replantear a 
qué paradigma debe responder el pluralismo infor-
mativo como dimensión de la libertad de expresión. 
A partir de lo expuesto, se observa que el paradigma 
del mercado de las ideas no es consecuente con los 
problemas que plantea la concentración de la propie-
dad, aspecto que sí aborda la reflexión crítica sobre 
las exigencias del debate político dentro de la esfera 
pública. Teniendo en cuenta esta última se pueden 
obtener respuestas satisfactorias desde la democra-
cia deliberativa, que realza el valor epistémico del 
consenso (Nino, 1997), la perspectiva procedimental 
para arribar a acuerdos mínimos (Bastida, 2000) y 
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[... ] contiene algunos rasgos del modelo liberal 
configurado principalmente en Estados Unidos, 
caracterizado por el predominio empresarial en 
los medios y una regulación básica del Estado; 
y del modelo pluralista polarizado, construido 
en países como España, Italia y Portugal, entre 
otros, caracterizado por el establecimiento de 
relaciones clientelares entre políticos y empre-
sarios, y por la instrumentalización del periodis-
mo por parte de élites políticas y económicas en 
función de sus intereses (Acevedo, 2016, p. 4).

La caracterización de Acevedo describe el contexto 
de concentración de la propiedad, común en todos 
los medios. Este fenómeno permite que, indepen-
dientemente de su afiliación ideológica, los proyec-
tos autoritarios tengan mayor facilidad para im-
plementar sus respectivos programas (Villafranco, 
2005). Proyectos de esta naturaleza pueden darse 
de manera abierta como ocurrió con el intento de 
socialización de los medios en el gobierno de Juan 
Velasco Alvarado (1968-1975), o de manera subrepti-
cia, como sucedió con la compra de líneas editoriales 
durante el gobierno de Alberto Fujimori (1990-2000). 
Ambos casos constituyen una advertencia sobre la 
confluencia entre el poder de los medios y la falta 
de mecanismos institucionales para evitar la intro-
misión del poder político en el ejercicio informativo.

A partir de la experiencia que significó la temprana 
expropiación de medios opositores al régimen de 
Velasco y la aprobación del Decreto Ley N.º 19020, 
Ley General de Telecomunicaciones2, tanto el cons-
tituyente de 1979 como el de 1993 establecieron una 
expresa limitación a la propiedad de los medios. En 
la Constitución vigente, el artículo 61 exterioriza un 
claro espíritu a la hora de regular los medios de co-
municación al indicar que ni la prensa, la radio, la 
televisión u otros medios, así como las empresas, 
bienes y servicios relacionados con la libertad de 
expresión pueden ser “objeto de exclusividad, mo-
nopolio ni acaparamiento, directa ni indirectamen-
te, por parte del Estado ni de particulares”. Si bien 
la redacción es categórica al señalar una prohibi-
ción expresa, pese a la existencia de un contexto de 
concentración mediática, no fue hasta la demanda 
presentada en el año 2013, que se volvió a discutir 
sobre los alcances del citado dispositivo. 

Para los demandantes, el contenido del segundo 
párrafo del artículo 61 debía ser resuelto sólo a par-
tir del caso y limitarse al mismo. Se trata de una 

postura que opta por delegar al juez el desarrollo 
de la hermenéutica relativa al citado dispositivo. Sin 
embargo, el magistrado señaló la necesidad de la 
intervención del legislador al exhortar al Congreso 
de la República y al Poder Ejecutivo para que dicten:

[L]as medidas legislativas y demás procedi-
mientos que fuesen necesarios para asegurar 
la libertad de expresión conforme al mandato 
internacional, sobre concentración en todos los 
mercados de comunicación social, propiedad 
cruzada de medios, transparencia en la propie-
dad de los medios de comunicación, y otros, con 
el fin de dar cumplimiento a las obligaciones del 
Estado Peruano conforme a la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos (Luz Helguero y 
otros contra Empresa Editora El Comercio S.A., 
Agois Banchero y otros, 2021, p.200).

Esta exhortación permite interpretar que el juez ac-
tuó dentro de los límites de la judicatura, en tanto 
el fondo del caso no sólo planteaba la necesidad de 
ponderar el derecho a la libertad de expresión fren-
te al derecho a la propiedad, sino también la nece-
sidad de que los congresistas peruanos legislen y 
desarrollen los alcances del artículo 61 de la Cons-
titución. En este sentido, casi diez años después de 
interpuesta la demanda, y luego de treinta años de 
aprobada la Constitución, un pronunciamiento judi-
cial ha reconocido la importancia de contar con una 
regulación relativa a la concentración de la propie-
dad de los medios de comunicación. A este recono-
cimiento subyace la premisa conforme la cual las 
leyes del mercado resultarían insuficientes para 
todos los supuestos, menos aún para garantizar un 
óptimo intercambio de información y opiniones en el 
así llamado “mercado de las ideas”.

5. Análisis de los argumentos de la 
sentencia de primera instancia 

A nivel formal, el juez apeló al método de la ponde-
ración para determinar la relación entre la libertad 
para contratar y la libertad de expresión. Dicha re-
lación conforma el punto central en la argumenta-
ción en la sentencia. Esto se debe a que la libertad 
para contratar reconoce a las partes la facultad de 
pactar las reglas aplicables a un determinado con-
trato y obligarse en dichos términos, teniendo como 
límites la licitud de los fines del negocio jurídico y 
la observancia de las normas de orden público. En 
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el cual, si bien regulaba la distribución de licencias 
y autorizaciones en los servicios de comunicación 
audiovisual, enfatizó la importancia de la dimensión 
social de la libertad de expresión (Corte Suprema 
de Justicia, 2013). Particularmente relevante, en el 
punto, resulta el voto del juez Fayt: el mismo pro-
vee, en tal decisorio, a practicar una enumeración 
del conjunto de precedentes que sostuvieran tal li-
bertad a lo largo de la historia jurisprudencial ar-
gentina y, particularmente, desde el retorno de la 
democracia en dicho Estado. Concurrentemente, y 
para los efectos de preservar tal libertad de expre-
sión, cual inferencia de “la libre iniciativa individual, 
la libre competencia y la libertad de empresa con-
siderados elementos esenciales para la autonomía 
humana” el mismo juez argentino se basó en dis-
tintos fallos de la Corte IDH, al referir que las leyes 
antimonopólicas de un Estado no debían dirigirse, 
tal y como parecía ser el caso de Clarín, preeminen-
temente contra los medios de comunicación. Cabe 
referir, que la mentada no sería la posición monolí-
tica del mentado tribunal: en efecto, el propio pre-
sidente de la Corte Suprema de Justicia argentina, 
Lorenzetti, y su vicepresidenta, Highton de Nolasco, 
argüirían que la regulación de la mentada distribu-
ción de licencias y autorizaciones en los servicios 
en función de la ley de servicios de comunicación 
audiovisual argentina que sobre el grupo Clarín se 
aplicaba era plenamente constitucional. 

A nivel pragmático, se advierte que los demanda-
dos reconocieron que las estrategias comerciales 
dirigidas a dividir las áreas logística de la genera-
dora de contenidos, configuran un recurso discursi-
vo dirigido a dar la apariencia de respeto a aquellas 
líneas editoriales distintas a las del diario El Co-
mercio. Sin embargo, dicha estrategia permitió la 
concentración del total de las acciones del GAB en 
manos del GEC. 

Además de resolver un supuesto de confrontación 
entre derechos fundamentales, esta sentencia con-
tiene una exhortación expresa al legislador, para 
que desarrolle el contenido de las disposiciones del 
artículo 61 de la Constitución, de tal manera que 
futuras operaciones comerciales entre los propie-
tarios de medios de comunicación cuenten con un 
marco normativo más claro, el cual dé cuenta de los 
límites que éstos deben observar. Si bien el desa-
rrollo legislativo del artículo 61 tuvo un tratamiento 
más amplio en la ley que establece el control pre-
vio de operaciones de concentración empresarial3, 

el caso concreto, las operaciones efectuadas por 
GEC y GAB tienen como fundamento la autonomía 
privada y la libertad contractual, pero no observan 
las normas de orden público, en tanto configuran un 
supuesto de acaparamiento de empresas, bienes y 
servicios que incidía negativamente en el ejercicio 
de las libertades comunicativas. 

A nivel material, la sentencia reconoce la importan-
cia de la libre participación en el mercado y su clara 
vinculación con la protección del derecho a la pro-
piedad. A su vez, precisa que alegar la libertad em-
presarial resulta insuficiente para justificar prácti-
cas que lleven a concentrar la cuota de mercado o 
la titularidad de bienes relativos a la prensa escri-
ta. En este sentido, la sentencia sitúa en un extre-
mo del análisis a los derechos de participación en 
el mercado, la libertad contractual y la autonomía 
privada de la voluntad, las cuales sustentan el ne-
gocio jurídico cuestionado por los demandantes; en 
el otro extremo, ubica al pluralismo jurídico como 
dimensión de la libertad de expresión. 

Al emplear la técnica de la ponderación, el juez 
otorgó un mayor peso al pluralismo informativo 
frente al conjunto de derechos de corte patrimo-
nial. En dicha operación, fueron relevantes las fi-
guras denominadas bloque de constitucionalidad y 
bloque de convencionalidad, las cuales exigen que 
los operadores jurídicos armonicen la aplicación de 
sus respectivos dispositivos normativos con otras 
fuentes del Derecho, tales como los Tratados in-
ternacionales de derechos humanos, así como la 
jurisprudencia de la Corte IDH. Las citadas figuras 
ampliaron el contenido de las normas de orden pú-
blico exigibles al negocio jurídico.

En el esquema de fuentes del derecho que empleó 
el juez constitucional, destacan los informes de la 
RELE, la jurisprudencia de la Corte IDH y la Opinión 
Consultiva OC-5/1985. Entre los citados, destaca el 
informe del año 2004 de la RELE que señala que la 
concentración de la propiedad de los medios es ad-
versa al pluralismo informativo, considerando que 
la libertad informativa requiere de la existencia de 
múltiples canales que permitan a los ciudadanos 
contar con información plural y veraz (2004). 

Pese a no considerarlo como parte integrante de 
sus fundamentos jurídicos, la dimensión material 
de esta sentencia guarda importantes coinciden-
cias con la sentencia del caso Clarín, en Argentina, 
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aprobada en el año 2021, que el observado en la 
Ley de Represión de Conductas Anticompetitivas de 
2019; el juez consideró, en la parte resolutiva de la 
sentencia, que era necesario contar con una norma 
específica sobre la concentración de medios, pro-
piedad cruzada y transparencia.

6. Análisis de los argumentos de la 
sentencia de segunda instancia 

A nivel formal, los jueces subsumieron los hechos 
en los alcances del artículo 61 de la Constitución, 
prescindiendo de una lectura conjunta con el artí-
culo 19 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, el artículo 19 del Pacto Internacional de 
los Derechos Civiles y Políticos y el artículo 13 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos, 
ya que, pese a citarlos textualmente, se limitaron 
a indicar que dichos artículos daban cuenta del 
contenido del derecho de libertad de expresión e 
información. En este nivel, también podemos si-
tuar la referencia de los distintos cambios legislati-
vos sobre las leyes para regular los monopolios, la 
posición de dominio y las sanciones para aquellas 
conductas que contravengan la libre competencia.

En el nivel material se advierte que los jueces de 
segunda instancia optaron por dejar de lado la doc-
trina y jurisprudencia relativa al desarrollo conven-
cional de la libertad de expresión e información, y, 
específicamente, el debate relativo a cómo determi-
nadas prácticas de los propietarios pueden lesionar 
el contenido de tal derecho. Esta lectura restringida 
condujo a dichos magistrados a prescindir de dicho 
desarrollo para señalar que el pluralismo informa-
tivo o la pluralidad informativa consisten en:

La expresión y difusión de ideas e información 
en forma independiente, libre y plural en los 
medios de comunicación (de manera general) y 
que resalta la necesidad de la existencia de una 
pluralidad de medios de comunicación que ex-
presen puntos de vista distintos y discrepantes, 
de ser necesario (Luz Helguero y otros contra 
Empresa Editora El Comercio S.A., Agois Ban-
chero y otros, 2024, fundamento 7.4.36).

A partir de dicha definición de la pluralidad informa-
tiva, los jueces sostuvieron que la finalidad de ésta 
es permitir que los ciudadanos “alcancen la posibi-
lidad de acceder a la información que brindan los 

diferentes medios de comunicación” (fundamento 
7.4.39), medios que no deben pertenecer a un solo 
propietario. En este punto de la sentencia, se ob-
serva una toma de postura contraria a la expuesta 
por el juez de la primera instancia, al sostener que 
no existe una afectación a la pluralidad informati-
va en función de la adquisición cuestionada, desde 
que determinarla requería que los demandantes 
analizaran previamente si las diversas plataformas 
del GEC “ya sea en televisión, en prensa escrita o 
medios digitales, genera[n] un acaparamiento que 
no permita ejercer el derecho a la libertad de ex-
presión y de información” (fundamento 7.4.41). 
Para los jueces de segunda instancia, este extremo 
determina el sentido de su fallo, en tanto conside-
ran que el negocio jurídico celebrado entre GEC, 
EPENSA y ABS no supuso una afectación a la plu-
ralidad informativa, ya que no limitó “el alcance y el 
acceso a los contenidos emitidos por los diversos 
medios de comunicación”, ya que la ciudadanía no 
estuvo impedida de “ejercer su derecho a la liber-
tad de información o de expresión, en las diversas 
plataformas puestas a su alcance, que como se ha 
señalado, comprenden no solo a la prensa escrita” 
(fundamento 7.4.45).

A nivel pragmático, se observa que los jueces omi-
tieron ponderar las implicancias que la doctrina 
de su sentencia a futuro podría suponer. En dicha 
línea, revocaron el extremo de la sentencia de pri-
mera instancia que exhortaba al Congreso de la Re-
pública y al Poder Ejecutivo a desarrollar medidas 
legislativas y procedimientos necesarios para ase-
gurar la libertad de expresión conforme el mandato 
internacional. 

7. Discusión y conclusiones

El análisis jurídico del caso El Comercio comprende 
la evaluación del alcance de las prácticas empresa-
riales de los propietarios de los medios de la prensa 
escrita frente a las exigencias del pluralismo infor-
mativo, en tanto dimensión del derecho a la libertad 
de expresión e información. Mientras que la sen-
tencia de primera instancia otorga un mayor desa-
rrollo a la citada dimensión, la segunda relega de 
su análisis el contexto de concentración de la pro-
piedad de los medios de comunicación, contexto en 
el que GEC es uno de los actores principales y goza 
de un considerable poder económico y político en 
la conformación del debate público en Perú. Esos 
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gida en el caso de la segunda. En consecuencia, la 
primera sentencia expone la importancia del re-
conocimiento de la igualdad como parte integral 
del referido derecho fundamental, lo cual permite 
situarlo en el marco de las exigencias del Estado 
social y democrático de Derecho. A su vez, el funda-
mento normativo que sostiene dicha sentencia re-
side principalmente en la integración del bloque de 
convencionalidad, donde destacan las sentencias 
de la Corte IDH y los informes de la RELE. Por su 
parte, la sentencia de segunda instancia se limita 
a detallar las normas infra constitucionales aplica-
bles al caso, colocando el énfasis en los aspectos 
procedimentales de contenido patrimonial, con es-
pecial referencia a la definición del monopolio y la 
posición de dominio. 

Si bien ambas sentencias enfatizan diferentes as-
pectos del problema de la concentración de la pro-
piedad de los medios de comunicación en el con-
texto peruano, y pese a la disparidad de sus fallos, 
son una pieza importante para abordar la discusión 
sobre la libertad contractual frente a la efectiva vi-
gencia de la libertad de expresión e información, e 
interpelan los límites del dispositivo constitucional 
que aborda la propiedad de los medios de comu-
nicación. Cabe señalar la extensión del proceso en 
el tiempo, ya que éste duró aproximadamente once 
años entre la presentación de la demanda y la sen-
tencia de segunda instancia, aspecto que, conforme 
las declaraciones de una de las demandantes, tam-
bién deberá ser discutido en la jurisdicción interna-
cional con miras a establecer un precedente jurídico 
sobre la propiedad de los medios (Romero, 2024). 

Notas

1. Emitida el 13 de noviembre de 1985, dada la consulta 
solicitada por el gobierno de Costa Rica sobre la co-
legiación obligatoria de periodistas.

2. Dispositivo normativo promulgado el 13 de noviem-
bre de 1971, el cual estableció la transferencia de 
acciones de las empresas de radio (25%) y televisión 
(51%) al Estado.

3. Ley N.º 31112, publicada en el diario oficial El Perua-
no el 7 de marzo de 2021.

aspectos no fueron abordados de manera suficiente 
en la sentencia de segunda instancia, pese a ser un 
argumento central en la demanda de amparo.

Mientras que el juez de primera instancia conside-
ró que la concentración de la propiedad de los me-
dios es contraria a las exigencias normativas que 
conforman las libertades comunicativas indispen-
sables para el sistema democrático como forma 
de gobierno, libertades que sujetan tanto a actores 
públicos como privados; los jueces de segunda ins-
tancia optaron por darle un mayor peso al ejercicio 
del derecho a la propiedad y a preservar las con-
secuencias del negocio jurídico cuestionado. Esta 
disparidad en la apreciación de ambas instancias 
responde principalmente a los resultados de una 
ponderación que apela a diversas fuentes y argu-
mentos a los efectos de pronunciarse a favor de la 
libertad de expresión e información, en el caso de 
la primera instancia; mientras que los relega a un 
segundo plano en el caso de la segunda instancia. 
Es decir, en la primera instancia reviste mayor re-
levancia la dimensión material y pragmática de la 
argumentación, mientras que la segunda se prio-
riza la dimensión formal, dejando de lado las otras 
dos dimensiones.

También se observa que el juez de primera instan-
cia sostuvo que la concentración de la propiedad 
de los medios de comunicación vulnera el derecho 
a la autodeterminación informativa individual de 
los ciudadanos, a partir de una lectura amplia del 
pluralismo informativo. Frente a lo cual, conside-
ra procedente la demanda de amparo y exhorta al 
legislador a cumplir con los mandatos del artículo 
61 de la Constitución para poder abordar futuros 
supuestos que puedan afectar tanto derechos de 
contenido patrimonial como a las libertades comu-
nicativas. En contraste, la lectura restringida del 
pluralismo informativo sobre la que se cimentan 
los argumentos de la sentencia de segunda ins-
tancia llevó a los jueces a revocar la exhortación al 
legislador, disponiendo que dicho artículo no preci-
saba mayor regulación.

Se puede afirmar que los pronunciamientos ana-
lizados elaboran sus argumentos en torno al plu-
ralismo informativo como contenido del derecho a 
la libertad de expresión e información, desde una 
lectura amplia en la primera sentencia, y restrin-
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